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HECHOS

MINISTERIO DE JUSTICIA

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Valdemoro,
don José Ramón Antón Riesco, contra la negativa del Registrador
Mercantil de Madrid a inscribir una escritura de constitución de una
-sociedad anónima.
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escritura, por la denominación o razón social, por el número mínimo de
socios, por el número máximo de socios, por la división del capital en
acciones negociables, por el desembolso del capital, por los aumentos del
capital social, por la transmisibilidad de las acciones y participaciones,
por el régimen de las Juntas y acuerdos, por la forma de tomar los
acuerdos, por el derecho de voto, por impugnación de los acuerdos, por
el nombramiento de Administradores, por todas las especialidades del
balance y cuentas y, finalmente, por las diferencias existentes en tomo
a la disolución y liquidación de unas y otras. Que la nota no es clara,
ya que encubre, bajo una calificación de tipo general, un defecto que no
ha sido sancionado con prohibición por ningún precepto, ni por las
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado
y Sentencias del Tribunal Supremo. Que en la 'sociedad Anónima se
distinguen hoy dos tipos claros y diferenciados: La sociedad grande,
abierta al público, o capitalistas, y la sociedad más restringida; que se
conoce, doctrinalmente, con el nombre de Sociedad Anónima Familiar,
en cuya virtud se modifica de modo regular el modelo recogido en la Ley.
de Sociedades Anónimas. haciéndola más propia de algo nuevo parecido
a una sociedad con unas reglas exteriores de representación y un régimen
interior similar a una sociedad colectiva de responsabilidad limitada.
Que las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y. del
Notariado, de 20 de abril de 1960 y'4 de octubre de 1982, establecen que
en las sociedades de capital modesto,_ o familiares, las normas legales
han dé aplicarse con mayor flexibilidad. Que la única limitación
establecida parece ser, a juicio del Registrador, para las sociedades
personalistas, especialmente las de responsabilidad colectiva, las de los
artículos 137 del Código de Comercio y 12 de la Ley de Responsabilidad
Limitada; sin embargo, se olvida de la Exposición de Motivos de la
propia Ley de Responsabilidad Limitada, de la que se deduce que la
prohibición de ejercer el mismo género de comercio que las Sociedades
de Responsabilidad Limitada es excesiva para imponerle a los socios en
general; no lo es, en cambio, en relación con los Administradores. Pero
de lo didro anterionnente no se deduce nada respecto de las Sociedades
Anónimas, en las que no se sanciona, en modo alguno,. la prohibición
de- concurrencia a los accionistas mientras ostentan dicha cualidad 'o
condición, y, por tanto, lo que no está prohibido está permitido. Que la
nonnativa por la que ha de regirse la Sociedad Anónima, objeto de este
recurso, es, en primer ténnino, sus Estatutos; en segundo lugar, la Ley
de Sociedades Anónimas de 17 de julio de 1951, y por las demás
disposiciones legales concordantes que sean aplicables (artículo 1..0 de
los Estatutos). Que los artículos 50 y siguientes de la Ley de Sociedades
Anónimas y 1.255 del Código Civil, a que hace referencia la Ley de
Sociedades Anónimas, no prohíben la posibilidad de que los socios de
una Sociedad Anónima de tipo peculiar, más bien familiar, puedan ser
restringidos en el ejercicio de la actividad de la sociedad; igualmente, de
acuerdo con el artículo 85 de la Ley citada, en el caso presente son los
propios socios fundadores los que imponen la limitación, si bien
dejando a salvo la posibilidad de que en momentos ulteriores dicha
limitación sea derogada por los propios miembros o ,socios· de la
Sociedad. Que las nonnas de derecho deben ser interpretadas con arreglo
a los criterios y principios de la buena fe, de conformidad con los
artículos 58 del Código de Comercio y 1.258 del Código Civil, deber
jurídico de cooperar legalmente al fin perseguido por el ordenamiento y
las relaciones convenidas a 'su amparo; en este caso, tal. deber no se
puede interpretar nunca como prohibición; y el principio de legalidad a
través de la calificación del órgano correspondiente no debe ser:el
cúmplase la calificación «ut pereat mundus~~, sino el que se cumpla «ut
non pereat mundus». Que el socio adquiere alguna acción de la sociedad
constituida en la escritura calificada, la adquirirá con la prohibición
establecida en el artículo 1O de los Estatutos. Que, por otro lado, debe
tenerse en cuenta lo establecido en el artículo 11~5.0 de la ley de
Sociedades Anónimas. De entre las cláusulas potestativas que peníllte el
citado precepto, no hay más limitación que la establecida en el artículo
1.255 del Código Civil, y así 10 ha reconocido reiteradamente el Tribunal
Supremo en Sentencias, entre otras, dé 14 de febrero de 1963 y 27 de
enero de 1968. Que la gran empresa que'lo sea por el número de socios
no tiene nada Que ver con la sociedad a que se hace referencia en este
recurso, que son tres socios que se conocen y que no Quieren que Se les'
vaya de las manos. Que dentro de dicha línea, y desde el punto de vista
de ~<1ege ferend.a», tal es el significado que establece el artículo 626 del
Código Civil Suizo, la Ley Alemana de 1965, el Código Civil Italiano en
el artículo 2.328; además 'inciden en este criterio las.Resoluciones de la
Dirección General de los Registros y del Notariado de 16 de septiembre
de 1958 y 5 de noviembre de 1965. Que frente a las sociedades anónimas
abiertas, se sitúan aquellas otras en Que se distribuye su capital entre un
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El Notario autorizante interpuso recurso de reforma y subsidiaria·
mente gubernativo contra la anterior calificación y alegó: Que causa
extrañeza la nota puesta por el funcionario calificador, puesto que con
anterioridad a la presente escritura se han realizado en la Notaría a cargo
del Notalio recurrente, escrituras de la -misma naturaleza y con los
mismos e idénticos Estatutos, que han causado las correspondientes
inscripciones eu el Re~istro Mercantil. l.-En cuanto al apartado primero
de la nota de calificaCIón: Que, según la doctrina, la diferencia entre las
Sociedades Anónimas y las Sociedades de carácter personalista no radica
esencialmente en la restricción para los socios del ejercicio de la
actividad de la sociedad, sino que más bien se derivan por las
modalidades de su fundación, por el, número de otorgantes en !a

II

Presentada la referida escritura en' el Registro Mercantil de Madrid,
fue calificada con la siguiente nota: «Examinado el precedente docu·
mento se suspende la inscripción por adolecer de los siguientes defectos:
1. El último párrafo del artículo 10 de los Estatutos no se aviene con
una Sociedad de tipo capitalista como la Anónima~ el articulo 39 de la
Ley de Sociedades Anónimas 'señala que se es socio por la adquisición
de una acción, sólo en las Sociedades de carácter más personalista se
admite la restricción para los socios en el ejercicio de la actividad de la
sociedad (artículo 137 Código de Comercio y sólo para los administra·
dores en el 12 Sociedad Limitada). 2. Debe salvarse en el artículo 33
de los Estatutos la competencia que señala el 2.0 apartado del articulo
70 de la Ley de Sociedades Anónimas, ya que al ser de derecho necesario
no admite transacción. Los defectos son subsanables.-Madrid, 13 de
enero de 1988.-El Registrador.-Firmado: Luís María Stampa Piñeiro>~.

El día 24 de 'septiembre de 1987, el Notario de Valdemoro, don José
Ramón Antón Rieseo, autorizó escritura de constitución de la Compa­

_ñia ~ercantil «Sanrese, Sociedad Anónima~~. Los articulas 10, 32, y 33
de los Estatutos de dicha Sociedad establecen lo siguiente:

.An. 10.-La acción confiere a su titular la condición de socio y le
atnbuye entre otros, los derechos a la participación en las ganacias y en
el patrimonio, en caso de liquidación de la sociedad, el de. preferente
suscripción en la emisión de nuevas acciones por aumento de capital, el
de asistir y votar en las Juntas generales y el de impugn'ar y pedir la
nulidad de los acuerdos sociales y el de exigir la responsbailidad de los

. Administradores. . . .. .
Queda prohibido a los' socios dedicarse fuera de la sociedad a las

.actividades que constituyan el Qbjeto social durante el tiempo que dure
su calidad de socios. . . ."' -~

Art. 32.-Las cuestiones que se susciten entre la sociedad y uno o más
accionistas, o entre éstos como tales, serán resueltas con arreglo a la ley
de Arbitraje de Derecho Privado, sin perjuicio de lo establecido en el
artículo 67, y concordantes de la Ley de Sociedades Anónimas, sobre
impugnación de acuerdos sociales. .

Art.33.-Los accionistas se someten expresamente a la Jurisdicción
del Juzgado de Madrid y concordantes; con renuncia a calquier otro
fuero que pudiera corresponderles. .
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número reducido de socios, y aquí nos encontramos ante la llamada
sociedad anónima cerrada. versión española de la anglosajona -clase
corporation-. En esta sociedad el <untuitus personae» vuelve por sus
fueros, y el éxito de sus esfuerzos depende de que la reglamentación legal
de la sociedad anónima sea más o menos porosa y flexible. Que una
sociedad anónima cerrada se distingue de una sociedad abierta al
pública: Por el número de socios, cuantía de capital 'y cotización en bolsa
de los títulos. Estas son las diferencias más. claras entre la pequeña y
grande empresa en nuestro derecho. La sociedad que se trata goza de la
naturaleza de pequeña empresa: Este fenónmeno de la distinción se
agu<!i~ en la socieda~ por acciones. re~pecto a tercero, en las que los
participantes se conSIderan como SOCIOS colectivos entre sí y han
buscado, por medio de acuerdo entre ellos, conseguir para la empresa
unas ventajas similares a las de una sociedad personalista; fenómeno
que, desde el punto de' vista legalista, parece un acoplamiento de
términos contradictorios, pero que ha sido reconocido por los Tribunaw

les ex.tranjeros y espaftoles. También se ha dicho que esta sociedad
pequeña goza de la naturaleza de una sociedad anónima familar y de una
sociedad colectiva «de facto», y. finalmente. tomando el problema desde
el punto de vista económico, se ha definido la sociedad cerrada como
una sociedad en la que dirección y propiedad son sustancialmente
idénticas, y también se ha señalado que en estas sociedades todas las
acciones pertenecen a personas que participan activamente en la
dirección y en la conducción de los asuntos. Que en el Derecho Alemán
de Sociedades -Ley de 1965- es válido el pacto que establece la no
intervención de los socios en empresa industrial o comercal que tenga
el mismo objeto social y prevé la sanción al socio infractor. Que la
Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de abril de 1961 declara la liCitud
de una cláusula incorporada a los Estatutos, que dice:·«Todo accionista,
mient.ras lo sea, no ~odrá ejercer negociación semejante al privati YO y
esenCIal fin de la SOCiedad)). n.-En 16 referente al apartado segundo de
la.nota de c~lifi~ación: Que' es m~cho más confuso que el apartado
pnmero, debIdo a que se confunden normas de derecho imperativo con
sometimiento de la materia a juzgados especiales y, además, no se tiene
en cuenta todos los artículos de los Estatutos que se refieren a la materia.
Que donde se salva la competencia que señala el segundo apartado del
artículo 70 de la Ley de Sociedades Anónimas, es en el artículo· 32 de
los EstatutQs. Que de la lectura de los articulas 32 v 33 de los Estatutos
interpretada sistemáticamente. se deduce que la nota del funcionari~
calificador no tiene razón de ser alguna: l.0 porque los artículos 32 y 33
d~ lo,s Estatutos se refieren a normas de derecho procesal, pero que en
nmgun caso conculcan el 'mandato 'necesario o imperativo de los
artículos 67 a 70 de la Ley de Sociedades Anónimas, que en todo caso
que~an a salvo; y 2:° se deben disti~gu~r tres clases de competencia por
razon de la matena en el procedlmlento de la Ley de Sociedades
Anónimas de sus articulas 67 a 70, ambos inclusive. Así se deben
distinguir: las competencias objetiva, territorial y funciona!. Todo ello
queda a salvo con los artículos 32 y 33 tan citados de la· escritura
calificada; peto lo que no tiene en cuenta la nota calificadora son (aS"
siguientes fases: 1.0: La posibilidad de que las partes pacten antes de
entrar en el proceso imperativo y necesario de los artículos 67 Y 70, la
Ley de Arbitraje de Derecho Privado; 2.°; Que el artkulo 3310 que está
estableciendo es la posibilidad de la creación del domicilio electivo que
se da y se permite en determinados casos, lo que se llama en el derecho
procesal «prorrogatio fori», que permite los artículos S6 y 57 de la Ley
de enjuicimiento Ovil. Los únicos acuerdos' sociales impugnables por el
c~uce de los artículos 67 y siguientes son los 'que se refieren a la
Impugnación de todos los relativos a una Junta y son los tomados por
la Junta General, como órgano de expresión de la voluntad social y
todos aquellos que sirvan para preparar las Juntas en que hayan de
adoptarse y en las que se puedan tomar decisiones que afecten a su
posible eficacia, pero no los que se refieren las sentencias del Tribunal,
Supremo de 20 de noviembre de 1967,25 de enero y 14 de'febrero de
1968,23 de noviembre de 1970, 16 de junio de 1972, 10 de enero y 27
de diciembre de 1973,20 de diciembre de 1975 y 15 de junio de 1976.
Que lo único que dicen los socios fundadores es que los accionistas se
someten expresamente a la jurisdicción de los Juzgados de Madrid y
concordantes, con renuncia a cualquier otro fuero que pudiera corres­
p,o~derles, pero e~tendiéndose ~ue~a de los casos en· que no sean
apbcables los articulas 67 y sigUientes de la Ley de Sociedades
Anónimas, salvedad que queda señalada en el artículo 32 de los
Estatutos. Que, por último, en el presente caso, resulta que en el
domicilio electivo, «prorrogatio fori)) y competencia territorial coinci~

den plenamente.

IV

El Registrador dictó acuerdo manteniendo la calificación en todos
sus extremos, e informó: Que el hecho de que otras escrituras de análogo
contenido a la que originó este recurso se hallan inscritas en el Registro
Mercantil no es óbice para que se pueda disentir de la calificación
anterior de otros registradores y no vincule la calificación que éstos
hayan hecho; '1, a este respecto, hay que tener en cuenta 10 establecido
en el artículo 4.° de la Orden de 26 de noviembre de 1986. Que, en
cuanto al primer defecto de la nota de calificación, el recurrente asimila
las sociedades de capital modesto o familiares a las Sociedades person!l:

listas. Sin embargo, ni la Ley de SOciedades Anónimas, ni el antepro~

y~ct? de Ley de las mismas, y tampoco la Directiva Comunitaria,
d~st~ng~en entre Sociedades grandes o pequeñas,y, por tanto, por mucha
distmcIón que se quiera hacer y flexibilidad de aplicación de las normas
que las regulan, no ¡'a de ser tanta que desnaturalice la esencia de la
Sociedad Anónima. Hay que entender, teniendo en cuenta la doctrtna
mer~ntil, que ~n una Sociedad prototipo de las capitalistas, como la
anómma, poco Importan las condiciones personales de los socios ni la
actuación de los mismos. En este sentido se han manifestado el Tribunal
Supremo, en Sentencia de 17 de abril de 1967. y la Dirección General
de los Registros, en Resolución de 16 de septiembre de 1983. La creación
doctrinal de la Sociedad anónima familiar se realizó al amparo del
artículo 46 de la Ley de Sociedades Anónimas, radicando su especializa­
ción en la admisión de las cláusulas estatutarias que conceden un
derecho preferente a la adquisición de las acciones, al resto de los socios
en ca~o de transmisión de aquéllas, ya que no existe apoyatura legal que
permIta un mayor desarrollo. Por otro lado. es talla importancia que en
una Sociedad Anónima tiene la acción y los derechos a elta incorporados
que .u~ secto~ d.octrinal los menciona como tercera categoria junto a la
tradiCIOnal dIstmción entre derechos reales y de crédito. Dichos dere­
chos se estructuran alrededor de la acción y de la condición de
accionistas. sin que, en ningún caso, se haga referencia a las condiciones
personales o a la conducta del socio. Si bien las limitaciones que se
pretenden establecer respecto a la actitud de algún socio son admisibles
en ~ues~ro ordenamiento juridico, y su encaje corresponde a otro tipo
soctetano; para dar a la Sociedad un cariz' familiar lo procedente es
utilizar otl!' Sociedad, la limitada. que fue concebida para tal propósito,
o la colectIva o comanditaria; 10 contrario seria desviar la naturaleza de
la sociedad capitalista. Por último, hay que señalar que la primera parte
de la nota está confonne a la Resolución citada de 16 de septiembre de
1983, en la que se debatió un caso análogo al presente. Que en lo que
conCleme al segundo defecto de la mencionada nota calificadora, los
artículos 67 a 70 de la Lev de Sociedades Anónimas establecen un
procedi!Y1ien~o especial pará la impugnación de los acuerdos sociales,
con caracter Imperativo, que, en lo que aquí interesa, opera en un doble
aspecto: No se puede excluir el procedimiento al no ser inapelable el
juicio arbitral, ·siendo la competencia exclusiva la del Juez de Primera
In~tancia del- lu~ar de la celebración de la Junta general. En cuanto al
pnmer pronunciamiento asi lo señaló el Tribunal Supremo en Sentencia
de 27 de enero de 1968, y, efectivamente, en el artículo 32 de los
Estatutos sociales de la escritura presentada se salva tal aspecto.' en
~uart~o al arbit~je privado. Sin embargo, en cuanto a la competencia
JudICial por razon del lugar de la celebración de la Junta general, el
artículo 33 de los Estatutos no sólo no la deja a salvo, sino que regula
otra específica: La jurisdicción de Madrid: por tanto, no es admisible la
aseveración' del recurrente de que la sumisión de las partes a dicha
jurisdicción debe entenderse fuera de los casos en que no sean aplicables
los artículos 67 y siguientes de la Ley de Sociedades Anónimas, ya que
par~ entender tal cosa debe decirlo en la escritura. y ante su silencio se
enttende todo lo contrario, que se ha querido excluir la jurisdicciénque
señala. el articulo 70_2.° de la Ley citada. La necesidad de someterse al­
fuero del Juez .de .Primera Instancia del lugar de la celebración de la
Junta g~neral Vlcne determinada por el carácter imper3.tiyo. que en este
punto ttene la Ley de Sociedades Anónimas. Así lo declaró el Tribunal
Supremo en Sentencia de 13 de junio de 1959. El argumento del
recurrente respecto a que coincide el domicilio electivo v competencia
territorial carece de fundamento, ya que la Junta general 'no siempre ha
de rellnirse en el domicilio sociaL conforme lo establccido en el articu­
lo 119 del Reglamento del Registro Mercantil, aparte la posibilidad de
variar en cualquier momento el domicilio. previa modificación estatuta­
ria, pues no hay que olvidar que la competencia que señala el artículo
70~2.0 es la del Juez del lugar de la celebración de la Junta. Por último,
ni aun aplicando con flexibílidad la nonna legal por tratarse de una
Sociedad fami~iar o dt: escaso capital, cabria admitir el preceto estatuta w

rio controvertIdo. pues la jurisprudencia no es favorable a este tipo de
Sociedades, como lo demuestra la Sentencia del Tribunal Supremo de 8
de mayo de 1962.

F]JNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulas 11_5.°, 46, 70-2.° Y 85 de la Ley de SocÍedades
Anónimas; 10 y 20 de la Ley de Régimen Jurídico de la Sociedad de
Responsabilidad Limitada; 104 del Reglamento del Registro Mercantil,
y la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de junio de 1959;

1. La primera de las cuestiones planteadas en el presente recurso
versa sobre la inscribibilidad de la cláusula estatutaria. por la que se
prohíbe a los socios, mientras lo sean, dedicarse a las actividades que
constituyen el objeto social, inscribibilidad que es rechazada por el
Registrador en función de la· incompatibilidad que dicha limitación
personal guarda con la esencia capitalista de la Sociedad Anónima y con
la regulación legal de este tipo social. .

2. La cuestión planteada implica decidir si la previsión estatutaria
en cuestión encaja dentro· del tipo social de la anónima. A tal efecto,
interesa destacar: a) En nuestro ordenamiento jurídico la exclusión de la
responsabilidad personal del socio por las deudas sociales no se concede
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como elemento del molde social .que deba ir indisolublemente unido a
la de~.onsideración ~bsoluta de· las personas de los socios; aquella
exclus~on lo que requiere es la constitución de un patrimonio responsa­
ble s.u~eto en su constitución, .gestión y liquidación en su día, a ciertos
requIsitos y garantías en favor de acreedores y socios, pero oc) impone
aqu.elIa. desconsid~ración, sino que simplemente la hace posible y
ord~nana, al reducIr en tan notable medida las repercusiones personales
denvadas de la participación .en la sociedad, con lo cual se incrementa,
a la vez, los estímulos al desarroJlo del fenómeno· ·,societario tan
~nven~ente al cre~imiento económico .dd país. Son, pues, en úitima
l~~tanCIa. los. ~onstIt~yentes quienes determinarán el.grado de descone·
xlon q.!Je mejor se ajuste a sus objetivos y pretensiones. Así resulta de
los articulas 10 y 20 de la Ley de Régimen Jurídico de la Sociedad de
Resp~nsabilidad Limitada. b) La regula~ión legal de la Sociedad
Anomma no excluye. de modo absoluto toda consideración personal,
como lo pone de manIfiesto la admisibilidad de limitaciones estatutarias
a la: t~nsmisión de acciones (cf, artículos 46 de la Ley de Sociedades
Anommas y 104 del Reglamento del Registro Mercantil) y la ausencia
de prohibición específica de prestaciones accesorias en conexión 'COD el
criterio ge!Ieral de que se encuen,tra permitido todo lo no prohibido,' y
con el ,artIculo 85 de la Ley de Sociedades Anónimas que, eludiendo
cualquter concreción, prevé la posibilidad de establecer nuevas obliga­
ciones. ~ cargo de los socios, de modo que al amparo del margen _de
actuaclOn que a los fundadores concede la propia Ley de Sociedades
~nónimas en su artículo 11~5.o, hade reconocerse la cabida que en el
Upo legal de la an~nima tit;ne la previsión ahora debatida en tanto que
c~n~adaa la. cuahd~d de socio y transmitible con ella, pero sin que esto
slgmfique prejuzgar SI en el caso concreto se halla debidamente regulado
su preciso alcance y repercusiones en relación con las restantes caracte-
risticas _de la Sociedad constituida. .'-
. 3.. I.t~specto -al segundo -de los defectos de la nc)ti!. recurrida,
Im~~lbiluiad de alterar en los estatutos la competencia territorial
delImitada por el. artículo ?O_2.o de la Ley de, Sociedades Anónimas para

_los procesos. de Impugnación de los acuer~os sociales, debiendo reali~

:z:'U"SC la debida salvedad en el artículo 33 de los estatutos, no procede
,Slt:l0 ~onfirmarlo e~ su integridád, dado el carácter imperativo de dicho
entena competencIal resaltado tanto por la misma nOI'ma (<<,~" .. con
exclusión de cualquier otra»), como por la jurisprudencia del Tribunal
Supre'!l0 (Sentencia de 23 de junio de 1959), sin que quepa admitir la
alegaCión del recurrente en el sentido de que dicha competencia queda
salvada en el. artículo 32 de los Estatutos. por cuanto dicho artículo,
sob~ ~roduclrse en una .perspect~va di(er.eI)le (~ujeción a, la Ley de
ArbitraJe de Dcn:choPrivado, S10 peTJUlCIO de los artículos 67 y
concordante~ de la Ley de Sociedades Anónimas), tiene carácter más
general que el artículo· 33, específicamente dedicado al tema de la ~
competencia territorial de los órganos judiciales yen el cual se estipula,
para todo tipo de procesos, sin salvedad alguna. que «los accionistas se
somete.n .expre.samente a los Juzgados de Madrid, con ren uncia a
cualqUier otro fuero que pudi,era corresponderles»,

. Esta Dirección General ha acordado estimar parcialmente el recurso
mterpuesto, revocando el primero de fos defectos de la nota impugnada
y confirmándola en cuanto al resto.

Lo que, con devolución del expediente original; comunico á V. S,
para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 26 de julio de 1988.-El Director general, Mariano Martín
Rosado. '~ ,

Sr. R,egistrador Mercantil de Madrid.

REAL DECRETO 920/1988, de 3 de agosto, por la que se.
concede la Gran Cruz de la Real y,Militar Orden de San
Hermenegildo al General de Brigada, en activo, de Ingenie-
ros do~ Antonio de Cea Garc(a,. .

En consideración á lo 'solicitado por el General de Brigada, en activo,
de Ingenieros·excelentisimo señor don. Antonio de Cea García y. de
conformidad con lo propuesto por la Asamblea de la Real y MIlitar
Orden de san Hermenegildo.

Vengo en conceder la Gran Cruz de la referida' Orden, con antigüe­
dad del día 13 de mayo. de 1988. fecha en que cumplió las condiciones
reglamentarias.

- Dado en Palma de Mallorca a 3 de agosto de 1988.
JUAN CARWS R.

El Ministro de Defensa,
NARCíS SERR..... I SERJ:lA

REAL DECRETO 921/1988, de 3 de agosto, por la que se
concede la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San
Hermenegi/do al General de Brigada del Cuerpo Militar de
Intervención de la Defensa, '" en activo, don. José Luis
Preciado Santal:{larfa, ...., ..

En consideración a lo solicitado por el Generai de Brigada del
Cuerpo Militar de Intervención de la Defensa, en activo, excelentísimo
señor don José Luis Preciado Santamaría y de conformidad con lo
propuesto por la Asamblea de la Real y Militar Orden de San
Hernlenegildo,' . '-

Vengo en conceder la Gran Cruz de la referida Orden,'con antigüe­
dad del día 12 de junio de 1987, fecha en que cumplió las condiciones
reglamentarias. .

Dado en Palma de Mallorca a 3 'de agosto de !988.
.JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,
NARqS SERR.A l-seRRA .,.,

REAL·DEi::RETO 922/1988, de3 de agosto, parla que se
concede la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San
Hermenegildo al General de Brigada Honorario, retirado,
de In/antena, don Domingo Rubio Guerra. .'

En consideración a lo solicitado 'por el General de Brigada Honora~
rio, retirado, de Infantería, excelentísimo señor don Domingo Rubio
Guerra y de conformidad con lo propuesto por la Asamblea de la Real
y Militar Orden de San Hennenegildo,

Vengo en· conceder la Gran Cruz de la referida Orden, con antigüe­
dad del día 9 de febrero de ·1988, fecha en que cumplió las condiciones
reglamentarias..

Dado en Palma de Mallorca a 3 de agosto_ de 1988.
. JUAN CARLOS R.

MINISTERIO DE DEFENSA, . .

El Ministro, de Defensa,
NAROS SERRA 1 SERRA , .
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20566 REAL DECRETO 919/1988, de 3 de agosto, por la que se
concede la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San
Hermenegildo al General de Brigada de Infanten-a, en
activo, don Joaqu(n Castillo Santos.

Én consideración a lo solicitado' por el Gene~l de Brigada de
Infantería, en activo, excelentísimo señor don Joaquin Castillo Santos y
de confonnidad con lo propuesto por la Asamblea de la Real y Militar
Orden de.San Herrnenegildo,

Vengo en conceder la Gran Cruz de la referida Orden, con antigüe­
dad del día 30 de marzo de 1988, fecha en que cumplió las condiciones
reglamentaria'.

Dado en Palma de Mallorca a: 3 de agosto. de 198,8.
JUAN CARLOS R.

EJ.Ministro de Defensa,
NARQS S~RA I SERRA: ',-~""'"

REAL DECRETO 923/1988, dt 3 ¿e agosto, por la que se
concede la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San
Hermenegildo al General de Brigada Honorario de Inge­
nieros, retirado, don Francisco Man'n Puget.

En considerac'ión a lo solicitado por el Gen~ral de Brigada honorario
de Ingenieros, retirado, excelentís'imo señor don Francisco Marin Puget
y de conformidad con lo propuesto por la Asamblea de la Real y Militar
Orden de San Hermenegildo, .

Vengo en conceder la Gran Cruzd~ la referida Orden, con antigüe­
dad del día 21 de septiembre de 1987, fecha en que cumplió las
condiciones reglamentarias.

Dado en Palma de Mallorca a 3 de agosto de 1988..
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa.
NARClS SERRA I SERRA

,".' . ' ..


